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DIVISION DE ASESORIA Y GESTION JURIDICA

Al contestar refiérase

al oficio N° 08930
27 de junio de 2006

DAGJ-1052-2006

Señores

Wálter Ramírez Ramírez

Gerente de División

Federico Castro Páez

Gerente de Área de Ingresos Públicos

DIVISIÓN DE FISCALIZACIÓN OPERATIVA Y EVALUATIVA

Estimados señores:

Asunto: Consulta sobre el procedimiento para disponer del equipo de cómputo.

Nos referimos a su oficio No. DFOE-220 de 30 de mayo de 2006, mediante el cual consulta el criterio de esta División de Asesoría y Gestión Jurídica acerca de la forma en que habría que proceder para la disposición del equipo de cómputo asignado a los funcionarios de esta Contraloría General, Manuel Fernández Carvajal y Jorge Cortés Villegas, que no se encuentran laborando en virtud de que sobre los mismos ha recaído una sentencia condenatoria penal, que aún no se encuentra firme y se desconoce el lapso que podría tardar esa situación.

Se indica en su misiva que por no existir en esta entidad un protocolo formalmente establecido para poder disponer del equipo de cómputo propiedad del órgano contralor, se plantea la inquietud de si debería aplicarse un procedimiento para proceder con la apertura de dicho equipo, la revisión del contenido del mismo, el traslado de la información que corresponda a un medio magnético, y finalmente el reformateo de tal instrumento informático. Se adjunta un formato de acta el cual estiman que se podría utilizar para estos propósitos.

· NUESTRO CRITERIO:

Como asunto de primer orden, es menester recalcar que nos encontramos frente a bienes y servicios públicos que pertenecen a esta Contraloría General, y que por tanto les son asignados a los funcionarios para el debido cumplimiento de las labores propias de su cargo. 

Resulta claro que tales bienes y servicios deben ser utilizados únicamente para el ejercicio de las funciones públicas, quedando en principio prohibido el que los servidores hagan uso de los mismos para fines privados.

Lo anterior, evidentemente lleva aparejado un ineludible deber de control, por parte de la Administración activa y de la Auditoría Interna, acerca del correcto uso de los bienes y servicios asignados a los funcionarios.

Ahora bien, no debe perderse de vista que aún y cuando se trata de bienes y servicios públicos, la información que conste en los mismos podría eventualmente consistir en cuestiones meramente privadas de los funcionarios responsables del equipo, y por ello, habría que tener suma cautela a efectos de no quebrantar el derecho a la intimidad que tiene raigambre constitucional.

Así, como se indica en la obra “Estudio de la jurisprudencia constitucional y ordinaria sobre el secreto a las comunicaciones entre particulares, en especial en el ámbito de la empresa”:

“No obstante, es cierto que, en ocasiones, el secreto de las comunicaciones puede chocar con la potestad de vigilancia y control del empresario. Pero eso no justifica la ingerencia sin ningún tipo de control, sin que quepa alegar que es relevante a estos efectos a quien (sic) corresponde la propiedad del ordenador desde el que se enviaron los mensajes, ya que el derecho que protege la CE no está subordinado a la propiedad por el individuo que realiza la comunicación del medio que utiliza.”

Conviene analizar entonces los alcances del derecho a la intimidad y la jurisprudencia emitida en torno a este tema. 

Dispone el artículo 24 de la Constitución Política:

“ARTÍCULO 24.- Se garantiza el derecho a la intimidad, a la libertad y al secreto de las comunicaciones. 

Son inviolables los documentos privados y las comunicaciones escritas, orales o de cualquier otro tipo de los habitantes de la República. Sin embargo, la ley, cuya aprobación y reforma requerirá los votos de dos tercios de los Diputados de la Asamblea Legislativa, fijará en qué casos podrán los Tribunales de Justicia ordenar el secuestro, registro o examen de los documentos privados, cuando sea absolutamente indispensable para esclarecer asuntos sometidos a su conocimiento. 

Igualmente, la ley determinará en cuáles casos podrán los Tribunales de Justicia ordenar que se intervenga cualquier tipo de comunicación e indicará los delitos en cuya investigación podrá autorizarse el uso de esta potestad excepcional y durante cuánto tiempo. Asimismo, señalará las responsabilidades y sanciones en que incurrirán los funcionarios que apliquen ilegalmente esta excepción. Las resoluciones judiciales amparadas a esta norma deberán ser razonadas y podrán ejecutarse de inmediato. Su aplicación y control serán responsabilidad indelegable de la autoridad judicial. 

La ley fijará los casos en que los funcionarios competentes del Ministerio de Hacienda y de la Contraloría General de la República podrán revisar los libros de contabilidad y sus anexos para fines tributarios y para fiscalizar la correcta utilización de los fondos públicos. 

Una ley especial, aprobada por dos tercios del total de los Diputados, determinará cuáles otros órganos de la Administración Pública podrán revisar los documentos que esa ley señale en relación con el cumplimiento de sus competencias de regulación y vigilancia para conseguir fines públicos. Asimismo, indicará en qué casos procede esa revisión. 

No producirán efectos legales, la correspondencia que fuere sustraída ni la información obtenida como resultado de la intervención ilegal de cualquier comunicación.” (Así reformado por ley No.7607 de 29 de mayo de 1996).

Mediante dicho numeral de la Constitución Política se garantizan los derechos fundamentales a la intimidad, la inviolabilidad de los documentos privados, el secreto de las comunicaciones y la autodeterminación informativa.

En términos generales, se puede afirmar que el derecho a la intimidad protege la vida privada de los ciudadanos, lo que conlleva la difícil tarea de definir cuándo estamos en presencia de un ámbito privado susceptible de dicha protección. 

La jurisprudencia constitucional se ha encargado de establecer ciertos parámetros para determinar los alcances de dicha cobertura. Sobre este particular, resulta oportuno citar en lo conducente, lo señalado por la Sala Constitucional en la resolución No. 1026-94 de las 10:54 horas del 18 de febrero de 1994:

“IV.- Principio de intimidad y Principio de razonabilidad.

El numeral 24 de la Constitución Política consagra el derecho fundamental a la intimidad. Se trata de un fuero de protección a la vida privada de los ciudadanos. La intimidad está formada por aquellos fenómenos, comportamientos, datos y situaciones de una persona que normalmente están sustraídos al conocimiento de extraños y cuyo conocimiento por éstos puede turbarla moralmente por afectar su pudor y su recato, a menos que esa misma persona asienta a ese conocimiento. Si bien, no puede menos que reputarse que lo que suceda dentro del hogar del ciudadano es vida privada, también puede ser que lo que suceda en oficinas, hogares de amigos y otros recintos privados, esté en ese ámbito.”  (El subrayado se agregó).

Es importante tener presente que dichos derechos no son absolutos, si no que por el contrario, los mismos ceden precisamente para garantizar otros valores que ante determinadas circunstancias resultan superiores. Así, el propio constituyente se encargó de establecer los supuestos de excepción que aplican a estos efectos, señalando por un lado, que con relación a los documentos privados, los Tribunales de Justicia podrán ordenar su secuestro, registro o examen, cuando ello sea indispensable para esclarecer asuntos sometidos a su conocimiento, siempre y cuando exista una ley aprobada por dos terceras partes de los diputados que conforman la Asamblea Legislativa que así lo permita. 

Por otra parte, se establece la posibilidad de que mediante ley se determinen los casos en que los Tribunales de Justicia podrán ordenar la intervención de “cualquier tipo de comunicaciones”, debiendo indicarse en dicha ley, los delitos en cuya investigación se podrá autorizar el uso de esta potestad excepcional y el tiempo durante el que se permitirá.

Cabe señalar que la Ley de Registro, Secuestro y Examen de Documentos Privados e Intervención de Comunicaciones, No. 7425,  se encarga de desarrollar los supuestos establecidos por la Constitución.

Igualmente, se establece como excepción los supuestos tipificados por ley en que los funcionarios del Ministerio de Hacienda y de la Contraloría General de la República podrán revisar los libros de contabilidad y sus anexos para fines tributarios y para fiscalizar la correcta utilización de los fondos públicos, así como los casos de otros órganos de la Administración Pública que mediante ley especial, aprobada por dos tercios del total de los Diputados, se les autorice para revisar los documentos que esa ley señale en relación con el cumplimiento de sus competencias de regulación y vigilancia para conseguir fines públicos. 

Bajo esa perspectiva, queda claro entonces que siempre que nos encontremos frente a información de carácter privado, debe dársele a la misma la protección consagrada en el derecho de la Constitución, con lo cual, únicamente podría disponerse de ésta si cumple con los procedimientos de excepción que mencionamos supra.

Volviendo al caso concreto que en esta ocasión nos ocupa, es preciso señalar que tal y como adelantábamos anteriormente, el solo hecho de que la información se encuentre resguardada en un equipo, sistema, servidor, etc. que pertenezca a un órgano o ente de naturaleza pública, no hace perder a ésta su condición de privada, y por ende continúa estando resguardada por la protección constitucional a que venimos haciendo referencia. 

No obstante, lo anterior no puede entenderse como una autorización para que los funcionarios públicos puedan hacer un uso indiscriminado para fines privados de los equipos, bienes y servicios en general que se les asignen para el cumplimiento de sus funciones. Antes bien, los deberes inherentes a la función pública exigen que los servidores hagan no solamente un buen uso de los bienes públicos que se les asignan, sino además que ese uso se encamine al cumplimiento de las labores propias de su cargo, sin que resulte procedente que se sirvan de ellos de forma abusiva para fines privados y para un aprovechamiento personal.

De tal manera, que si bien resulta evidente la necesidad de que exista un adecuado control por parte de la Administración acerca del uso que se le esté dando a dichos bienes, el mismo deberá ajustarse al derecho de la Constitución, pues de actuarse al margen de sus disposiciones, no podrá utilizarse la prueba eventualmente recabada en contra del funcionario, y podría la Administración incurrir en responsabilidad frente a un quebranto del derecho fundamental a la intimidad. 

En este sentido, lo trascendental será enfocar el control que se lleve a cabo sobre tales bienes y servicios, a uno dirigido esencialmente a verificar el empleo que le esté dando a los mismos el funcionario respectivo, y no dirigirse por tanto a conocer el contenido de los documentos o comunicaciones de carácter privado que eventualmente puedan estar presentes en dichos equipos, sistemas, servidores, etc. 

Así, a raíz de tales fiscalizaciones será posible determinar si el funcionario está haciendo o no, un uso abusivo de los medios proporcionados por el correspondiente órgano o ente público para el cumplimiento de sus labores, tales como el correo electrónico, Internet, teléfono, fax, suministros, etc., pero sin llegar a interceptar el contenido de las comunicaciones, o la información contenida en los documentos físicos o electrónicos de carácter privado que se llegaren a encontrar, a menos que se esté ante uno de los supuestos de excepción establecidos constitucional y legalmente.

Resulta conveniente traer a colación lo resuelto por la Sala Constitucional en la sentencia No. 2002-00192 de las 15:06 horas del 22 de enero de 2002, con respecto al acceso, por parte de la Administración Pública, a los registros de números llamados y recibidos y a la duración de las llamadas de funcionarios públicos y no así a los contenidos de tales comunicaciones:

“UNICO.- Dos argumentos hacen que resulte innecesario y hasta improcedente –procesalmente hablando- entrar a un riguroso análisis de los hechos acusados. El primero tiene que ver con que de las propias manifestaciones de los recurrentes, se colige que la actuación descrita no está dirigida a interceptar las líneas telefónicas para conocer del contenido que de ellas se hace, sino que lo que se hace es detectar y registrar tanto su procedencia (ingresos y egresos) como su duración, por lo que no existe la alegada lesión a la privacidad de las comunicaciones. Por otra parte, ya esta Sala al conocer un caso similar aplicable a funcionarios públicos, dejó establecido que con el objeto de racionalizar el uso del servicio telefónico en el sector público, resulta no sólo procedente sino además de su competencia, que las autoridades públicas tomen las medidas que garanticen la organización y buena prestación del servicio público a través de la regulación del uso de los instrumentos que para tal fin se faciliten. En efecto, mediante sentencia de las doce horas seis minutos del tres de junio de mil novecientos noventa y cuatro, este Tribunal en lo que interesa dijo:" las medidas adoptadas por ese centro médico en el Reglamento Interior de Trabajo a fin de racionalizar el uso del servicio telefónico, no resulta arbitrario ni violatorio de los derechos fundamentales del recurrente, sino que por el contrario se encuentran dentro de las facultades y competencias que posee aquel órgano para la organización y buena prestación del servicio público. Por otra parte, del informe rendido -que se entiende dado bajo juramento-se desprende que las llamadas telefónicas no son interceptadas sino que únicamente se registra su procedencia y duración, no su contenido, con el propósito precisamente de evitar los abusos en que los funcionarios pudiesen recurrir. Debe tomar en cuenta el recurrente, que el servicio telefónico del que disponen los funcionarios, lo es para su uso en relación con las labores propias del cargo y de las necesidades de la administración y del servicio público, no para un uso indiscriminado en asuntos de índole meramente personal y privado."...” . (el subrayado se agregó).

Bajo esa misma línea, la Procuraduría General de la República, en el dictamen No. C-003-2003 de 14 de enero de 2003, se refirió a los alcances del control que pueden ejercer las auditorías internas sobre los bienes y servicios a que tengan acceso los funcionarios públicos, tales como equipo de cómputo, sistemas, correo electrónico, Internet y cualquier otra aplicación electrónica relacionada. Dada su importancia, nos permitimos citar en lo conducente, pese a su extensión, lo manifestado por el órgano asesor consultivo en esa oportunidad:

“Es de advertir, sin embargo, que la información referida a un negocio particular (término que tendría que ser empleado para referirse a un acto que tenga relación con la vida familiar, económica, financiera o académica de la persona) que el funcionario realiza debe ser considerado un documento privado. Ello por cuanto no sólo no es realizado por el funcionario dentro del ejercicio de sus funciones, sino que tampoco puede considerarse que, en principio, dicho negocio constituya una información de interés público. No obstante, puede cuestionarse si al realizarse el negocio o guardarse la información utilizando el equipo de cómputo que el organismo público pone a disposición del funcionario, puede ejercerse un control sobre esa información. Sea si al ser el soporte electrónico del negocio un bien propiedad de la Administración y, como tal, fondo público, debe entenderse que es posible el control de la información por parte de la Auditoría interna. 

(...)

La ley no otorga expresamente a la Auditoría un poder de revisión de documentos privados almacenados por los funcionarios públicos en los equipos de cómputo propiedad del organismo público. Ausencia que se justifica en que la ley parte de que los citados equipos deben ser utilizados exclusivamente para la realización de las tareas que la función pública entraña; no se ha previsto que dichos equipos sirvan para realizar y almacenar documentos privados.

(...)

Como el equipo debe ser utilizado para el desarrollo de la función pública y dada las competencias que tiene la Auditoría para fiscalizar el uso que se haga de los equipos y, por ende, garantizar el correcto manejo de los fondos públicos, se sigue que puede realizar Auditorías informáticas que permitan determinar que se ha hecho un correcto uso de los bienes públicos, aún cuando para ello tenga que accesar la información almacenada y resulte que ésta pueda ser considerada privada. El artículo 33 de mérito fundamenta ese acceso. Si un funcionario estima que el acceso violenta sus derechos fundamentales, porque 

parte de la información almacenada es de interés privado, configurando documentos privados, tendría que darlo a conocer formalmente a los organismos de control. Es claro que si la persona no hace referencia a que tiene dicha documentación privada, el auditor no podrá determinar de antemano que esa documentación es privada y no tendría motivo para abstenerse de revisarla, siendo que se encuentra en un equipo de cómputo público donde sólo debe constar información pública y dadas las amplias potestades de revisión que el artículo 33 le atribuye. Es claro que si por ausencia de comunicación del interesado, el auditor llega a tener acceso a documentación privada, está obligado por el deber de confidencialidad. Si este deber impide al Auditor divulgar a terceros no previstos por la Ley información de interés público, con mucha mayor razón se debe imponer tratándose de documentos e información privada que conste en las oficinas de la Administración. Por consiguiente, le está prohibido revelar a terceros que no tengan relación directa con los asuntos investigados la información privada que ha obtenido (artículo 32 de la Ley N° 8292). El desconocimiento de ese deber de confidencialidad implicaría, además, un incumplimiento de sus deberes y un quebranto al régimen de prohibiciones que se impone al auditor, lo cual puede generar responsabilidad en los términos del artículo 34 de dicha Ley, que dispone en lo conducente: 

(...)

La Auditoría consulta, además, en relación con la utilización de INTERNET. En la medida en que el funcionario navegue por la red y baje información disponible en INTERNET, que puede ser disfrutada por cualquiera, se sigue que no puede calificarse la información correspondiente como de interés privado ni su almacenamiento en el disco duro o en diskettes determina el carácter de documento privado. Esas actuaciones no pueden considerarse, por ende, amparadas por la garantía de inviolabilidad de los documentos privados del artículo 24 constitucional. Se sigue, entonces, que la Auditoría no sólo podría ejercer sus potestades para determinar a qué páginas web tiene acceso el funcionario, sino también a la información que haya almacenado. Es de recordar, por demás, que la información que se baja y almacena no es directamente referida al funcionario, aunque sí puede revelar los intereses o aspectos de la personalidad de éste. Supuesto en el cual el tema podría plantearse ya no respecto de la protección de los documentos privados, sino del derecho a la intimidad. Ahora bien, si entendemos la intimidad como las zonas de retiro y de secreto de cada persona, podría afirmarse que en el tanto en que el funcionario accede a determinadas páginas o sitios de la Red, utilizando el servicio de INTERNET que la Administración pone a su disposición para el cumplimiento de la función pública y almacena la información así obtenida en el equipo de cómputo público, no podría hablarse de que se está ante el ámbito de secreto y retiro protegido por la intimidad y respecto del cual la persona tiene un derecho de exclusión de terceros. Si así fuere, la navegación tuviese lugar utilizando otros medios y no los públicos. Recuérdese que: "...tanto la noción de retiro como la de secreto hacen referencia a zonas de las que poder excluir a los demás, a zonas en las que cosas, informaciones, actividades, e incluso personas pueden quedar al resguardo de intrusiones no deseadas, de la mirada del mundo público...". Banco Rodríguez Ruiz: El secreto de las comunicaciones: tecnología e intimidad, McGraw-Hill, Madrid, 1998, p. 11. Pero difícilmente se puede excluir a los demás y particularmente a los órganos de control interno si se hace uso de los bienes públicos para el ejercicio de esas actividades. Por el contrario, podría decirse que en el tanto se usan dichos bienes para fines privados, se pone la actividad, información sobre los propios intereses al alcance de los demás, ya que los bienes corresponden a la Administración. Si el funcionario tiene interés en que nadie se inmiscuya respecto de la información que accesa o almacena, debe abstenerse de usar los bienes públicos para fines privados que revelen, precisamente, esa esfera privada. 
(...)

El secreto de las comunicaciones protege todo proceso de comunicación, cualquiera sea la técnica de transmisión utilizada. Lo que implica que independientemente del medio que se utilice para efectuar la comunicación, los comunicantes tienen la garantía constitucional de que terceros no podrán interceptar o captar la comunicación que realizan. Podría decirse que ese aspecto está presente en la Ley N° 7425, Ley del Registro y Secuestro de Documentos Privados e Intervención de las Comunicaciones, la que en sus artículos 1 y 9 no diferencia en el medio por el cual se transmite la comunicación. Antes bien, prevé que sus disposiciones deben ser aplicadas con independencia del "medio" que utilicen los comunicantes. 

(...)

El punto es si el correo electrónico está amparado también por el secreto de las comunicaciones y si se prohibe (sic) su intercepción. Este aspecto ha suscitado discusión, particularmente cuando la comunicación se efectúa a través de equipo de cómputo y software que los patronos ponen a disposición de los empleados.
(...)

Empero, esos problemas y la violación implícita de los deberes de la función pública no justifican que la Administración y sus Auditorías puedan imponerse del contenido de los correos para verificar si el uso es lícito o no. Ello porque la Constitución y la ley establecen claramente el mecanismo para salvaguardar el derecho fundamental. Máxime que existen medios que permiten establecer qué uso se hace del correo, como lo es el conocimiento de la dirección del remitente o el asunto, así como la Administración puede acudir al bloqueo del servicio de correo electrónico.

(...)

Por otra parte, no existiría violación al derecho fundamental si el servidor diera libremente su consentimiento para que se acceda a su correo y la Auditoría se imponga del contenido de los mensajes recibidos y enviados. Se podría argüir que la dirección del remitente, el asunto o "subject" forman parte del correo electrónico tanto como el cuerpo de éste, por lo que también deberían estar cubiertos por el secreto de las comunicaciones. Podría alegarse que, conforme lo resuelto por la Sala Constitucional en la resolución N° 3444-97 antes citada, para los listados de beeper, el conocer esos datos podría considerarse una "interceptación de la comunicación", que obligaría a aplicar el artículo 9 de la Ley N° 7425. No obstante, considera la Procuraduría que esa resolución no resulta aplicable a los correos electrónicos, en el tanto en que la auditoría informática tenga como exclusivo propósito el determinar el uso de los bienes públicos y el respeto de las normas que rigen ese uso, así como que se limite al conocimiento de los elementos de la presentación del correo.” (El subrayado se agregó).

Con base en las anteriores consideraciones podemos concluir, que a pesar de que estemos en presencia de bienes, equipos, servicios, sistemas, etc. que pertenecen a la Contraloría General y que por ende forman parte de la Hacienda Pública, la información de carácter privado, y las comunicaciones privadas que pudieran constar en tales medios se encuentran protegidas por el derecho a la intimidad que establece el numeral 24 constitucional.

Sin embargo, considerando que se trata de fondos públicos existe un deber por parte de las autoridades competentes de velar por su correcto uso, para lo cual podrán acceder a dichos bienes y servicios, pero únicamente a efectos de verificar el empleo que se les esté dando a los mismos, pudiendo determinarse a lo sumo, si ha habido o no un uso de éstos para fines privados, ajenos a la función pública encomendada.
 No obstante, no podrá accederse al contenido de la información privada o interceptarse las comunicaciones privadas que pudieran existir, a menos que se actúe de acuerdo con los procedimientos de excepción contemplados por la norma constitucional, es decir, contando con una orden judicial al amparo de una norma legal que así lo permita. De otra manera, se podría incurrir en una violación a los derechos constitucionales del funcionario respectivo.

Así las cosas, y en respuesta a la interrogante planteada en su misiva, debemos señalar que evidentemente al ser el equipo de cómputo en cuestión, propiedad de esta Contraloría General, resulta posible jurídicamente disponer del mismo, a efectos de reasignarlo a otros servidores. 

Ahora bien, para proceder a la apertura y la revisión de la información que conste en el mismo, resulta necesario que se cuente con la presencia de tales funcionarios, o de sus representantes, a efectos de que aclaren si existen documentos de carácter privado ajenos a las labores propias de su cargo, en cuyo caso no se podrá acceder al contenido de estos documentos.

En vista de que el formato de acta que se adjunta a su nota se establece como requerimiento el que el funcionario indique “si los equipos contienen archivos privados de su propiedad”,  en cuyo caso se establece que los mismos deberán ser identificados para excluirlos del acceso al disco duro que se lleve a cabo, estimamos que el procedimiento resulta acorde con el derecho de la Constitución.

Atentamente,

 Lic. Manuel Martínez Sequeira
 
                         Licda. Adriana Pacheco Vargas

         Gerente de División  



                             Fiscalizadora 

APV/ds
Cc. Enrique Muñoz, Jefe de Unidad de Recursos Humanos
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� FERNÁNDEZ ESTEBAN, M.L., Estudio de la jurisprudencia constitucional y ordinaria sobre el secreto a las comunicaciones entre particulares, en especial en el ámbito de la empresa, Aranzadi Jurisprudencia, 2000, Vol. I, pág. 1889, citado en Derecho a la Intimidad: El Secreto de las Comunicaciones e Internet, Miquel Roca Junyent y Elisa Torralba Mendiola, Régimen Jurídico de Internet, Editorial La Ley, Madrid, 2002.


� Eventualmente, con base en esa información, se podría, ante las instancias respectivas y en las vías procesales que corresponda, analizar si ha habido o no un uso abusivo de los bienes y servicios públicos puestos a disposición del funcionario para el cumplimiento de sus labores, que pudiera acarrearle responsabilidad, en resguardo al debido proceso claro está. En dicho análisis, como señala la Procuraduría General de la República en el dictamen No. C-003-2003 anteriormente citado, se “debe tomar en consideración los principios constitucionales, en particular los de equidad y proporcionalidad, pero también el sentido común. Factores como el número de email (sic) personales que se envían, la frecuencia de la actividad, la productividad del funcionario que envía y recibe el correo, si se trata de un dominio de INTERNET propio de la Institución, deben ser ponderados a fin de determinar la responsabilidad del funcionario. Es importante recalcar asimismo, que los funcionarios deben estar al tanto de las regulaciones aplicables a estos efectos, de tal manera que tengan conocimiento de qué se encuentra prohibido y qué permitido. 











